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        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio veintitrés de dos mil nueve
Expediente: 66001-31-03-002-2009-00156-01
Acta N° 334 de julio 23 de 2009
Procede la Sala a decidir la impugnación de la sentencia dictada el 8 de junio último por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, interpuesta por la accionante Rosalba Henao Quiceno en esta acción de tutela que le promovió al Juzgado Tercero Civil Municipal de esta misma localidad, a la que fueron vinculados Manuel Antonio López Eslava, Corporación Cine Club Borges, Jaime Andrés Ballesteros y Leonardo Ballesteros Aguirre.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental al debido proceso por la incursión en una vía de hecho, en la que estimó que incurrió el Juzgado Tercero Civil Municipal de esta ciudad, Rosalba Henao Quiceno adujo que Manuel López Eslava solicitó que se librara mandamiento de pago a continuación de un proceso de restitución, contra los demandados Cine Club Borges, Rosalba Henao y otros, orden que se notificó el 14 de noviembre de 2008 en la que sólo se incluyó a mandamiento contra Cine Club Borges y Jaime Andrés Ballesteros, pero el 4 de febrero de 2009 la apoderada judicial de la parte actora solicitó adicionar el auto y vincular a la señora Rosalba Henao como fiadora, lo que se hizo efectivo con proveído del 4 de marzo del presente año, con sustento en el artículo 311 del C.P.C. Con esa adición de un auto que ya estaba ejecutoriado se vulneró el debido proceso y las normas del Código de Procedimiento Civil que por ser de orden público son de cumplimiento inmediato.

Agregó que no podía el juez efectuar tal adición, porque los términos para ello estaban precluidos; por eso interpuso recurso de reposición pero no tuvo acogida ya que el funcionario estimó que se trató de un error involuntario y que los errores por omisión son susceptibles de corrección en cualquier tiempo. Terminó señalando que el juez se sustentó en dos decisiones de la Corte Suprema de Justicia del año 1981, que si bien válidas para esa época, perdieron vigencia con la Constitución de 1991.

Solicitó, entonces, que se revocara el auto del 4 de marzo de 2009 ante una vía de hecho. 
El juzgado de primer grado le dio trámite a la petición y dispuso darle traslado al titular del despacho judicial accionado,  integró a la actuación a Manuel Antonio López Eslava, a la Corporación Cine Club Borges, a Jaime Andrés Ballesteros y a Leonardo Ballesteros Aguirre, y decretó la práctica de una inspección judicial al proceso que motivó la promoción de la solicitud constitucional. 
Manuel Antonio López Eslava se pronunció dando cuenta de lo acaecido dentro de la actuación que inició frente a los deudores y precisó que la demanda ejecutiva se instauró no sólo contra los arrendatarios Corporación Cine Club Borges y Jaime Andrés Ballesteros Aguirre, sino contra los fiadores Rosalba Henao Quiceno y Leonardo Ballesteros Aguirre, pero que como el juzgado omitió incluir a estos fiadores fue que se solicitó integrar al proceso a los mismos, tal como se hizo en la demanda ejecutiva; que la “petición se hizo en el tiempo de ley” como que el proceso no estaba ni está para sentencia porque falta una persona por notificar.
El juzgado profirió sentencia en la que negó el amparo porque no se dan en este caso los presupuestos que la jurisprudencia constitucional ha delineado para la viabilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, además de que el juez obró acorde con las facultades que le confieren las normas legales y constitucionales al enmendar el error en que incurrió y del que fue advertido, en aplicación de lo prevenido por los numerales 1 y 2 del artículo 37 del estatuto procesal civil.
La accionante en su impugnación rechazó el argumento último, porque esa facultad no le otorga al juez superpoderes; dijo que no se puede, en aras de hacer menos engorroso un procedimiento, vulnerar un derecho fundamental de rango constitucional, menos acudiendo a la figura de la economía procesal; que el debido proceso es “una de las normas que ha alcanzado mayor trascendencia en nuestro ordenamiento jurídico y a nivel internacional” y que por ello se debe tutelar y revocar el auto ilegal que originó esta demanda, entre otras cosas porque como el de restitución fue un proceso de mínima cuantía, y por ello de única instancia, se afectaría la posibilidad de ejercitar la doble instancia en el ejecutivo.
CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

  



Se pretende con esta acción que se “revoque el auto del 4 de marzo de 2009” por haberse incurrido en una vía de hecho por parte del Juez Tercero Civil Municipal de esta ciudad cuando ordenó vincular a un mandamiento ejecutivo a la actora mediante la figura de la adición, lo que torna esa providencia ilegal, según la accionante, como que los términos para tal procedimiento estaban precluidos, tanto el de la solicitud, como el del juzgado.

Pero a la luz de la verdad, y sin dejar de ver que la figura de la adición asumida por el juzgado accionado para enderezar la actuación irregular ante la omisión que luego se le pidiera subsanar, bien pudiera decirse no fue la más ortodoxa por la circunstancia a la que alude y en la que cimienta su inconformidad la actora, saltan también a la vista dos aspectos de orden constitucional y legal que, reunidos, dan al traste con cualquier aspiración de amparo.

Para abordarlos, es preciso recordar primero que la acción de tutela no fue erigida como una instancia adicional. La tesis imperante desde 1992 es la de que a pesar de la inexequibilidad de las normas que preveían este mecanismo contra sentencias judiciales
 el mismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, causales de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces. Ha dicho sobre el particular la Corte Constitucional 
 que:
“…todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”.

Eventos que ha definido así 
:

“i) Defecto sustantivo, orgánico o procedimental: La acción de tutela procede, cuando puede probarse que una decisión judicial desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento establecido
. 
ii) Defecto fáctico: Cuando en el curso de un proceso se omite la práctica o decreto de pruebas o estas no son valoradas debidamente, con lo cual variaría drásticamente el sentido del fallo proferido
.

iii) Error inducido o por consecuencia: En la cual, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, este actuó equivocadamente como consecuencia de la actividad inconstitucional de un órgano estatal generalmente vinculado a la estructura de la administración de justicia
. 

iv) Decisión sin motivación:   Cuando la autoridad judicial profiere su decisión sin sustento argumentativo o los motivos para dictar la sentencia no son relevantes en el caso concreto, de suerte que puede predicarse que la decisión no tiene fundamentos jurídicos o fácticos
.

(v) Desconocimiento del precedente:  En aquellos casos en los cuales la autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudenciales, sin ofrecer un mínimo razonable de argumentación, de forma tal que la decisión tomada variaría, si hubiera atendido a la jurisprudencia
. 

(vi) Vulneración directa de la Constitución: Cuando una decisión judicial desconoce el contenido de los derechos fundamentales de alguna de las partes, realiza interpretaciones inconstitucionales o no utiliza la excepción de inconstitucionalidad ante vulneraciones protuberantes de la Carta, siempre y cuando haya sido presentada solicitud expresa al respecto
”.

En el presente caso, con vista en los argumentos de la  demandante, se podría decir que se acusa al juez de incurrir en una vía de hecho por defecto procedimental, porque alega que el juzgado desconoció totalmente lo prevenido por el artículo 311 del C.P.C. al aceptar una adición de una providencia cuando los términos para ello no consultaban la legalidad.
Mas, para llegar a los dos aspectos que, se dijo, no consideró la peticionaria, se tiene, en primer lugar, que ella deja de lado que lo primero que debe analizarse en casos como este es si la anormalidad procesal, por grave que fuera, pone en entredicho algún derecho fundamental, y para el caso que nos atañe, si se vulneró el derecho de defensa como parte intrínseca del que corresponde al debido proceso. Así lo ha dicho la alta Corporación que ha insistido en que: 

“…el presupuesto básico para la procedencia del amparo es la vulneración o la amenaza de vulneración a un derecho fundamental y en ese sentido puede anotarse que las causales genéricas de procedibilidad de la tutela contra decisiones judiciales deben estar inescindiblemente relacionadas con la vulneración de derechos fundamentales, lo que implica que para lograr el amparo constitucional, no basta acreditar la concurrencia de una de las vulneraciones genéricas arriba señaladas -que bien podrían ser subsanadas a través de los mecanismos y recursos ordinarios- es necesario también, que tal defecto en la providencia vulnere derechos fundamentales (Art. 86 C.P.)
Para responder este cuestionamiento basta ver, de su propio dicho y de la inspecciones judiciales que se practicaron en ambas instancias, que al interior del proceso se le han brindado todas las garantías para salvaguardar sus intereses, tanto así que una vez notificada del auto que libró orden de pago en su contra, optó por conferir mandato a una profesional de derecho para que la asistiera en el mismo y por su intermedio interpuso el recurso que la ley le otorga, respecto de cuya resolución, como bien se aduce en el fallo de primer grado, no se avizora irregularidad o defecto de tal envergadura que acompase con los requisitos de procedibilidad que la Corte Constitucional ha venido desarrollando respecto de la vía de hecho. Es más, valiéndose de la misma representante judicial propuso, y están por resolverse, las excepciones que estimó pertinentes para la defensa de sus intereses económicos.

A esto se suma que si se puede considerar como un desatino que el juez acuda a la adición de un auto cuando no está en la oportunidad procesal para ello, para corregir una omisión en la que él incurrió y no la parte ejecutante, no por ello se puede dejar de lado que el funcionario judicial no puede convertirse en un convidado de piedra en el proceso, menos hoy en día cuando anda en boga su verdadera calidad de director del proceso, para evitar con sus facultades que se incurra en irregularidades que lo único que harían sería dilatar las contiendas entre los particulares, porque aquí o allá, la demandada iba a ser llamada para responder por sus obligaciones como fiadora. 

Ahora bien, el segundo tópico está relacionado con la vulneración del principio de la doble instancia que la demandada cree ver en el proceso, lo que no es así, porque no siempre la cuantía del proceso de restitución equivale a la del proceso ejecutivo que se siga a continuación.  Puede acontecer, por ejemplo, que aquél sea de menor cuantía y, sin embargo, tramitarse en única instancia porque la causal única alegada es la mora en el pago de la renta, como lo prevé el segundo inciso del artículo 39 de la Ley 820 de 2003. Tal es el caso de ahora en el que el canon de arrendamiento era de $1’500.000,oo y el término pactado de un año, lo que hace que el proceso de restitución sea de menor cuantía, en los términos del numeral 7° del artículo 20 del C. de P. Civil, modificado por el artículo 40 de la citada ley, pero como la causal esgrimida fue la mora exclusivamente, tenía que tramitarse en única instancia, no por la cuantía, sino porque fue la falta de pago de la renta la que le dio origen. 

Otra cosa son las pretensiones del proceso ejecutivo, porque si individualmente consideradas fueran superiores al monto que fija el límite entre la mínima y la menor cuantía, aun cuando se siguiera a continuación del de restitución, la actuación sería de primera instancia, susceptible por ello del conocimiento del superior del juez civil en caso de una alzada. 
Es a eso a lo que debe estar atenta la demandante, a que si las pretensiones principales del proceso ejecutivo, que las constituyen cada canon de arrendamiento en forma individual con los intereses causados hasta el momento de presentarse la demanda, superan ese monto, se le imprima al proceso el trámite que le corresponda, que para este evento resulta francamente difícil que sea el de primera instancia, en atención a que el valor de la renta era de $1’500.000,oo y esta suma, junto con los intereses que haya podido causar, que es lo que constituye cada pretensión principal, no alcanzaría a superar el tope de la mínima cuantía que hoy día es del orden de los $7’453.500,oo.

Así las cosas, puede concluirse, como lo hizo el juzgado, que la sola decisión de subsanar un error propio, sin que ello afecte para nada el derecho de defensa de las partes o el desarrollo normal del proceso ejecutivo cuya cuantía es la que determina que sea o no de doble instancia, no da margen para pensar que el Juez Tercero Civil  Municipal haya incurrido en una vía de hecho en las condiciones dichas por la doctrina constitucional para enervar su actuación.  




Viene de todo lo dicho que la decisión de primera instancia al denegar el amparo impetrado por la señora Rosalba Henao Quiceno fue acertada y, por consiguiente, será confirmada.

DECISIÓN

  Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia proferida el pasado 8 de junio por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en esta acción de tutela que Rosalba Henao Quiceno le promovió al Juzgado Tercero Civil Municipal de esta misma localidad, a la que fueron vinculados Manuel Antonio López Eslava, Corporación Cine Club Borges, Jaime Andrés Ballesteros y Leonardo Ballesteros Aguirre.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y  remítase a la  Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                                CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS







� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-387/07


� Sentencia T-052/07


� Sobre defecto sustantivo pueden consultarse las sentencias T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02, entre otras.


�  Sobre defecto fáctico, pueden consultarse las siguientes sentencias: T-260/99, T-488/99, T-814/99, T-408/02, T-550/02, T-054/03


�  Al respecto, las sentencias SU-014/01, T-407/01, T-759/01, T-1180/01, T-349/02, T-852/02,  T-705/02


�  Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias: T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02


�  En la sentencia T – 123 de 1995, esta Corporación señaló:  "Es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art.13). A través de los recursos que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la Constitución”. Sobre este tema, también la sentencia T – 949 de 2003.


�  Sentencias T – 522 de 2001 y T – 462 de 2003. 
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